
CAPÍTULO XIV 
CONSIDERACIONES PROCESALES 

l. La legitimación procesal 

La legitimación procesal "es la facultad de poder actuar en el proceso. 
como actor, como demandado o como tercero, o representando a és­
toS".374 

El concepto de legitimación procesal debe distinguirse de la capacidad 
jurídica, ya que ésta es una cualidad de la persona que presupone atribu­
tos determinados, y la legitimación es la situación de la persona con res­
pecto al acto o la relación jurídica.m "La legitimación cs la idoneidad de 
la persona para actuar en el juicio, inferida no de sus cualidades persona­
Jes sino de su posición respecto dellitigio"Y6 

Se distingue entre la legitimación activa y la legitimación pasiva, se­
gún sea la parte de la que se trate en el proceso. 

Los Tribunales Colegiados de Circuito han señalado que "por legiti­
mación activa se entiende la potestad legal para acudir al órgano jurisdic­
cional con la petición de que inicie la tramitación del juicio o de una ins­
tancia." Asimismo, distingue entre la legitimación ad procesum, que es 
esta última y que "se produce cuando el derecho que se cuestionará en el 
juicio es ejercitado en el proceso por quien tiene aptitud para hacerlo va­
ler". bien porque se ostente como titular de ese derecho <1 bien porque 
cuente con la representación legal de dicho titular": en cambio la legiti­
mación ad causam, "implica el tener la titularidad de ese derecho cues­
tionado en el juicio." Mientras que la legitimación ad procesum constitu­
ye un requisito para que el juicio proceda, la ad causam cs requisito pam 
que se pronuncie sentencia favorable. 

Para poder determinar si existe o no legitimación procesal, se deberá 
atender al momento de presentación de la demanda o del recurso ante el 

374 Paliares. Eduardo, DiCCionario de Derecho Procesa! Civil, 2a. :..'d., México. Porrúa. 19{¡O. 
p_ 467. 

375 ldem. 
376 [dem 
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200 MERCEDES CAMPOS DiAZ IlARRIGA 

órgano jurisdiccional respectivo, en virtud de que la legitimación procesal 
activa se produce únicamente hasta el momento en que se ejercita la ac­
ción en el proceso. Dicho en otras palabras, la acción nace con su ejerci­
cio ante el órgano jurisdiccionaJ.377 

La legitimación pasiva es la legitimación de una persona contra la que 
se endereza una demanda para poder actuar en el juicio, dado que se está 
entablando en su contra y tiene la necesidad de defenderse jurídicamente, 
independientemente de que sea aquélla que tiene a su cargo el cumpli­
m iento de la obligación demandada ~Ia que si no lo es, no está legitimada 
pasivamente ad causam para responder del cumplimiento de la obligación 
que se demanda, por no ser la titular de la misma, que es lo que le daría la 
legitimación pasiva ad causam,,378 

Según tesis de los Tribunales Colegiados de Circuito, tanto la legitima­
ción activa como la pasiva en el proceso, deben ser examinadas de oficio 
por el juzgador en cualquier fase del juicio en virtud de que constituyen 
un requisito cuya falta impide el nacimiento del ejercicio del derecho de 
acción y que se pronuncie una sentencia válida. J79 

Como regla general, las personas legitimadas para el ejercicio de la ac­
ción son los perjudicados por el hecho dañoso, aunque también lo están 
los representantes legales del menor o incapaz que haya sufrido un daño, 
así como los herederos del perjudicado cuando éste hubiere fallecido sin 
reclamar. Así lo han expresado los Tribunales Colegiados de Circuito al 
señalar que: 

El artículo 1915 del C.C. para el Distrito Federal establece que cuando el 
daño se cause a las personas y produzca su muerte, "la indemnización co­
rresponderá a los herederos de la víctima". De ese precepto se desprende 

377 Se puede consultar en "Legitimación procesal activa, determinación de existencia de la". 
Debe estarse al momento en el que se ejercita la acción o se promueve [a instancia, y no a la fecha en 
que se firma el escrito respectivo, segunda silla, Semanario Judicial de la Federación, 7a. época, 
vals. 187-192, tercera parte, p. 87. 

Esta tesis también aparece en "Legitimación procesal activa. Concepto". Segunda sala, Semanario 
Judicial de la Federación, 7a. época, vals. 205~216, tercera parte, p. 117. Tribunales Colegiados de 
Circuito, Sa. época, t. Xllljunio, p. 597. 

378 Véase "Legitimación pasiva ad causam y ad procesum", Semanario Judicial de la Federa~ 
ción, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación, Tribunales Colegia­
dos de Circuito, Sa. época, t. IV, segunda parte~l, p. 312. 

:. 79 Véase "Legitimación estudio oficioso de la", Semanario Judicial de la Federación, Triblll1a~ 
les Colegiados de Circuito, Sa. época, t. IX~marzo, p. 236. 

Sobre el examen de oficio de la legitimación pasiva, véase "Legitimación pasiva. En el proceso 
debe.examinarse oficiosamente". Semanario Judicial de la Federación, Tribunales Colegiados de 
Circuito, Sa. época, t. XII~agosto, p. 469. 
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claramente que, cuando con motivo del empleo de un mecanismo peligroso 
se causa daño a una persona produciéndole la muerte, la titularidad del de­
recho a percibir la indemnización corresponde a los herederos. Por tanto, 
ese derecho debe considerarse parte integrante de los bienes de la herencia, 
de manera que si, de acuerdo a lo prescrito por el artículo 1705 del código 
citado, compete al albacea deducir todas las acciones que pertenezcan a la 
sucesión, es aquel que se encuentra legitimado para promover el juicio en 
el que se reclame la indemnización señalada, y no cualquiera de los fami­
liares de la víctima, corno probables herederos.38o 

Asimismo, los Tribunales Colegiados de Circuito se han pronunciado 
en el sentido de que no son únicamente el albacea de la sucesión o los 
herederos los únicos legitimados para reclamar la indemnización, sino 
que también los familiares de la víctima están legitimados, siempre que 
acrediten el parentesco con el occiso para estar legitimados.38l 

En el caso de las personas jurídicas, el órgano que ostente su repre­
sentación es quien está legitimado para ejercitar la acción.-'82 

Nuestro C.P.e. establece en su artículo 1, que para poder iniciar un 
procedimiento judicial o intervenir en él, es necesario que se tenga interés 
jurídico.38l Asimismo, dispone en su segundo párrafo que los interesados 
podrán promover por sí solos o por sus representantes o apoderados, el 
Ministerio Público y aquéllos cuya intervención esté autorizada por la ley 
en casos especiales. 

A. Legitimación activa 

Como lo expone Gómez Pomar,lB4 los únicos legitimados para exigir 
judicialmente la indemnización son aquellos sujetos que han sufrido un 
dallo como consecuencia de una agresión medioambiental. 

380 Véase, "Responsabilidad civil objetiva. Legitimación activa de los herederos", Semanario 
Judicial de la Federación. Tribunales Colegiados de Circuito, 8a. época, t. 111, segunda parte-l. 
p.689 . 

.• g I Para su consulta véase "Responsnbilidad civil objetiva. Legitimación para reclamar la in­
uemnización cuando la víctima fallece", Semanario Judicial de la Federación. Tribunales Colegia­
dos de Circuito, 8a. época, t. V. segunda parte-\. p. 436 

J82 Véase Roca. Encmna. ojJ. cit.. p. 157. 
JiU En materia procesuJ el concepto de interés jurídico se refiere a "la pretensión que se tiene de 

acudir a los tribunales para hacer efectivo un derecho desconocído o violado." Es irnportante que el 
concepto de interés jurídico procesal no se confunda con la noción de intereses en litigio, que se 
refiere al "derecho suslantivo que se pretende salvaguardar mediante el proceso". Cornejo Certucha, 
Fmncisco M., voz "Intelés jurídico", Diccionario Jurídico Mexicano. t. lIL pp. 1776-1779. 

-'84 Cfr. Gómcz Pomar, Fernando, op. cit., p. 15. 
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202 MERCEDES CAMPOS DÍAZ BARRrGA 

Tratándose de la responsabilidad civil por daños al medio ambiente 
por contaminación de agua, para que una persona pueda acudir a los tri­
bunales a exigir la indemnización es necesario que haya sufrido un daño 
ya sea en su salud o en sus bienes, como consecuencia de la contamina­
ción del agua. 

El Libro VerdeJ" plantea en su artículo 2.1.9 la dificultad que existe 
para recuperar los costos de restauración al medio ambiente por la vía de 
la responsabilidad civil, en virtud de que generalmente no hay ninguna 
persona física ni jurídica capacitada para interponer una demanda en 
nombre del medio ambiente. Esto se debe principalmente a que muchos 
de los darlOS que se producen afectan a bienes que no han sido objeto de 
atribución y por lo tanto no existe ningún perjudicado que tenga derecho 
a interponer una acción.386 

Cuando la titularidad es individual, no se plantean tantos problemas 
para acudir a los tribunales para solicitar la indemnización, ya que será el 
titular del patrimonio o el perjudicado moral o corporalmente quien pue-

C" da hacer valer ese derecho ante los tribunales. En cuanto a la titularidad 
colectiva, al no poder individualizar el daño ni sus consecuencias, y en 
virtud de que es un bien que afecta a todo un grupo y por lo tanto un 
interés difuso, la legitimación activa presenta dificultades.m 

La Ley italiana del 8 de julio de 1986 que regula la responsabilidad 
civil por el daño ambiental legitima únicamente al Estado para reclamar 
los daños al medio ambiente, dejando fuera a los particulares y a las aso­
ciaciones ambientalistas. 

Dentro de la doctrina italiana existen distintas posturas en cuanto al 
sentido que la Ley italiana le da al daño ambiental y su reparación. Los 
autores que critican la concepción del daño ambiental contenida en el ar­
tículo 18 de la Ley italiana, se refieren principalmente a que este artículo 
es de escasa efectividad y aplicación práctica en virtud de la insatisfac­
ción que representa para los particulares el que queden excluidos del ejer­
cicio de la acción de reclamación por los darlOS ambientales y que el sen-

385 Libro Verde, p. 11 
386 En este mismo sentido, Fernando Gómez Pomar expone que tanto la ausencia total de incen­

tivos como la imposibilidad de accionar, se da generalmente en los ca<;os de dai'los a bienes o recursos 
no apropiables, como el aire o el agua o aquellos que aun cuando puedan ser o~jeto de apropiación, 
aún no lo han sido como por ejemplo en el caso de los animales salv~cs que no son de nadie. Op. cit., 
pp. 5I1 Y SI. 

387 Véase Carmona Lara, Maríll del Carmen, op. cit, , p. 71. 
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tido del artículo 18 de la leyes completamente opuesto a la tendencia del 
derecho comunitario.388 

Es una incongruencia que sea competente el juez civil para conocer de 
las demandas por daño ambiental y sin embargo, sólo esté legitimado 
para poder ejercitar la acción resarcitoria el Estado y los entes territoria­
les, y no las asociaciones ecologistas y los ciudadanos."9 

De Miguel Perales390 pone de relieve las características de los daños al 
medio ambiente que plantean problemas en la cuestión de la legitimación 
activa: 

1) El hecho de que muchas veces los daños son despersonalizados o 
anónimos, lo cual hace más difícil el ejercicio de la acción de resarci­
miento en virtud de que muchas veces no puede identificarse con preci­
sión quién es el sujeto agente que causó el dafio; 

2) Suele haber pluralidad de víctimas, que como lo hemos señalado an­
teriormente. muchas veces los daños al medío ambiente ocasionan daños 
a muchas personas distintas que separadamente no son importantes pero 
que el dailo en su conjunto sí es grave. Esto trae como consecuencia que 
una acción dañosa al medio ambiente quede sin protección desde el punto 
de vista civil. 

3) Las actividades causantes del daño generalmente son actividades es­
pecializadas con técnicas específicas, por lo que generalmente no le resul­
ta fácil a la víctima identificar la actividad dañosa y el nexo causal. 

Expone como soluciones a los problemas que se plantean en torno a la 
legitimación activa en relación COIl los dafíos al medio ambiente, las si­
guientes: 

1) En relación con la identidad del sujeto agente, propone como solu­
ción la figura del fondo que hemos explicado en el apartado anterior. 

2) En cuanto a que suelen existir muchas víctimas como consecuencia 
de una misma actividad dañosa, se propone como solución la figura de las 
acciones colectivas, que analizaremos más adelante. 

3) El problema de determinar la actividad dañosa y el nexo causal se 
analizó anteriormente con sus posibles soluciones.-'91 

3SH Véase Cabanillas Sánchez. Antonio, ofJ- cit., pp. 137~140 
w> ¡h¡dem. pp. 137 Y 138 
yJ() Sobre este punto seguircll10s muy de cerca a Carlos dc Miguel Perales, '-a responsabilidad. 

pp. 287-289. 
}<JI SI/pro, pp. 184-19). 
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204 MI:RLEDES CAMrO~ DI·\Z BARRIGI\.

En España. observa Carla, de Mlgucl Perales. las formas que e,,,sten
paro cXlglr]a protección del medio amblcnte son las siguientes:

]) AcudIr a la admml'traclón para e"lglr el cumphmlcnto de la obhga­
cion Impuesta por el artículo 45.2 de la Constitución espaIlola que
dispone que "los poderes públicos deberán vclar por la utihzación
roclonal de todo, los recursos naturales con el fin dc proteger y mejO­
rar la calIdad de la Vida y defcnder y restaurar e] medlú ambiente"

2) Acudir a ío, Tnhunales d,rectamente.

Este autor resalta que SI bien estas son manera, por las cuales se puede
eXIgir la protección dcl mediO ambiente a la admmistraclón. la legis]acion
vigente es \I1suficlente para llevar a la práctica el ejerCICIo de este derecho
en vIrtud de que ,on pocas las leyes ambientale, quc contIenen dispOSI­
ciones quc le concedan a los partlcu]arcs el derecho a exigir de la admi­
nistración el cumpllluienlo dc la ley, y las que hay ,on deficlcntes J92

En nuestro régllucn JurídiCO además de ex"tlf estc proh]ema, ya que la
LGEEPA Únicamente contempla la denuncia popular como melito para
que los particulares puedan hacer cumphr las disposIciones de la ley, 10
cual dcbera hacerse ante la Procuraduna Federal de Protección al medIO
ambiente. se presentan otras dlf'icultades en viltud de 10 sigUIente'

1) Aunque la obhgaclón de los poderes públtcos de velar por la conser­
vacIón dc los elementos naturales ,c desprende del articulo 27 constitu­
cional. consideramos que no es sufiCIente ya quc la legitImación activa de
la admimstlaclón no está estableCIda por nuestra carta magna.

El tercer párrafo del articulú 27 constItucional establece'

LJ nacIón tendrá en todo tiempo el delecho de Imponer a la propiedad pn­
vada las modalidadc:s que dIcte el lnteré<; público, aSl como el de regular
en benefiCIO sacta!. el aplovechamlentll dl:' los elementos natUlales ~u"C\::p­

tibies de apropLaclón, Ulfl objeto de hacer una dl~tnbllClOn equitatIva de la

'192 C.ulos Je MlgUt:l PeTdks hall.: un anahsl<; de 1.1 legl~l.aclün cspai'iola vigente y <;~ñala qUl.. ld~

~1:;ulente" [eye'> dmbll,::llt,lk~ "on la~ q\l~ de algulld m<1llera contienen dISpO"lCll)ll~" que le wn"edcn ,1
lo;; p,rrtH_ul<1rLs el dcIt:l.ho de e\.lg;¡rk d Id dUnllnlstraclon el Lumpllmll::ntl\ ut: la kv a) la Lcy lk
Cl}:-Ld~ que estJblcce que eu.llqulLr persona puede e'llglr ~1 Lurnplmllt'nto d" 1,1 Jc-'1 )<1 sea ante Jd
ddmmlstraclon o ante Jm tnIJulldles, bJ Id Lt..y 511<,191 JI.' prnteu:.lon de Jo<; lspaelOs naturaJe<; Jc A.,­
[Ufl.¡,>, qUI:: CClll ....C(1e lIna legltlmdClllll a"tlva Induceta ya que [o,> p.lrLlculares pueden e'\lglr el eumpl1­
mllnto d" la kv Ull1Lamenlc <111tt: los organus adlllll1lstrallv\)\ ume"pundlentes, c) la Le)' [l/19lJO de
prCyenel01l del IInpdLto ewloglco, de Canana<;, Ul11Cdmente detine que ,>era pur.llLd Id ndLurdleltlJlIfl­
dlea J~ [d dLLlon para e"\lglr la nb<;endllL.ld (,k 18 le), petO [lO e<;pecllied dllLe l.IOlCI1 se ejercitara la
d...... l0n Miguel Pcraks ( drlo'> LIt., Ld rL.spons<lbIIlJad (:nl[ ", bllldlOs p 8()
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I A RESPONSABILIDAD CIVIL POR DAÑOS AL MEDIO AMBlENTF 20S

riqueza pública, cUidar de su conservaLlón, lograr el desarrollo eqUlhbrado
del país y el meJ0ram¡ento de las condiCIOnes de vIda de la población rural
y urbana En con~ecuencJa. se dktarán las medIdas necesarias para pre­
senar y restaurar el eqUIlIbrIO ecológiCO y para eVitar la destrucción de
los elementos naturales. y los daños que la propiedad pueda sufnr en per­

JUICIO de la socIedad.

De este artículo sc desprende lo que la nación. es decir, los podes pú-
blrcos, pueden hacer.

a) Imponer modaiJdades a la propiedad prIvada;
b) Regular el aprovechamiento de los elementos naturales,
c) Dictar las medidas necesarIas.

Todo esto, para evitar la destrucción de los elementos naturales y pro­
teger a la sociedad de daños que pudieren sufrrr

Consideramos que es necesarro que a semejanza de la Constitución es­
pañola. se mcluya expresamente la obiJgación a cargo de los poderes pú­
blicos de velar por su conservación y sobre todo. la oblrgación de defen­
der y restaurar el medio ambiente, ya que de esta manera se le está dando
legitimación actIva a la administracIón

2) SI bien en nuestra ConstItución Política está contemplado en su ar­
tículo cuarto el derecho de todos a disfrutar de un medio ambiente ade­
cuado, no es suficiente ya que es necesarIO que se incluya a nivel consti­
tucional la oblrgaclón a cargo de la admmlstración de defender y restaurar
el medio ambiente. con el fin de que los particulares puedan ejercer su
derecho y hacer cumpiJr a la administración con su obiJgación.

Dentro de las ventajas que impiJcaría ampliar la legItimacIón activa, la
doctrina'" ha resaltado las sIguientes:

1) La superación del confltcto de intereses ante el cual se enfrenta la
admmlstraclón ya que ésta es por un lado defensora del medio amhiente,
y por el otro. uno de los agentes contaminadores;

2) Es un medIo efectivo para presionar a los agentes contaminadores
para que cumplan las leyes ambientales;

3) Puede inflUIr en que haya más rIgor por parte de la admmlstración
para la concesión dc permisos y licenCias ambientales,

De Miguel Perales consIdera que lo más importante para que haya le­
gItimaCIón activa para reclamar la responsabIlidad civil por daños al me-

Jí)3 lbrJem. p 90
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206 MERCEDES CAMPOS DÍAZ BARRIGA 

dio ambiente es que el actor logre probar que se le ha causado un daño, o 
que tiene algún interés en dicha reclamación.39' 

a) La legitimación activa de las asociaciones 

Dentro de las propuestas que ha hecho la doctrina en relación con la 
legitimación activa para reclamar daños al medio ambiente, está la de 
otorgar legitimación a las asociaciones para que defiendan el medio am­
biente, como un interés colectivo.39s 

A nivel doctrinal se entiende que las asociaciones representan el inte­
rés general, no únicamente el de sus asociados por lo que en la protección 
del medio ambiente pueden jugar un papel muy importante. 

En el caso de los daños causados por contaminación del agua, conside­
rarnos que esta es una solución que puede ser muy importante ya que 
cuando hay pluralidad de sujetos que han sufrido el daño, como lo sería 
una población completa que por la contaminación de un río o lago se 
haya visto afectada, unos en su salud, otros en su patrimonio al ser afecta­
dos en su actividad pesquera por la muerte de una población de peces; 
otros en sus cosechas, lo más fácil sería que alguna asociación civil u or­
ganismo no gubernamental interpusiera la demanda por todos. 

Consideramos esto importante en virtud de que la autoridad adminis­
trativa puede imponer las sanciones administrativas que procedan, sin 
embargo generalmente no son las personas que sufrieron el daño las que 
se ven beneficiadas ni tampoco se logra la finalidad de restaurar el medio 
ambiente que ha sido afectado. 

De Miguel Perales'96 estudia la legitimación activa de las asociaciones 
desde tres perspectivas: 

1) Cuando la acción dañosa afecta el patrimonio de la asociación, en 
donde ésta, como persona jurídica puede ejercitar todas las acciones que 
tengan la finalidad de defender su patrimonio, en cuyo caso se regirá por 
las disposiciones generales de responsabilidad civil. 

2) Cuando el daño es ocasionado a sus asociados, se está ante una legi­
timación por sustitución,'97 en donde los asociados le otorgan acción a la 

394 ldem. 
395 En este sentido opinan Carlos de Miguel Perales, Eulalia Moreno Trujillo y Antonio Cabani­

¡las Sánchez. 
396 Seguiremos muy de cerca a Miguel Perales, Carlos de, La responsabilidad. .. , pp. 300-309. 
397 Al respecto, Antonio Cabanillas Sánchez apunta que la legitimación por sustitución hace 

posible que el gestor que está legitimado, actúe en nombre propio la acción que le corresponderla al 
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asociación, quien no es titular del derecho subjetivo del que se trate. El 
consentimiento por parte de los asociados deberá: a) otorgarse expresa­
mente ya que los asociados están renunciando al ejercicio de un derecho 
personal fundamental: y b) otorgarse una vez que el asociado es titular de 
la acción correspondiente, es decir, que renuncia al ejercicio de una ac­
ción cierta y determinada. J98 

3) Cuando el daño se causa contra el medio ambiente en general, en 
este caso estamos ante la defensa de los intereses generales de "todos". 

En México el c.P.c. impide que esto sea posible. De Miguel Perales, 
refiriéndose al caso de España,3'JI) sugiere que para que las asociaciones 
tengan legitimación activa para proteger intereses generales del medio 
ambiente, se puede lograr mediante una ley específica que se refiera ex­
presamente a aquellas asociaciones cuya finalidad sea la protección del 
medio ambiente. 

En este mismo sentido, la Directiva del Consejo relativa a la responsa­
bilidad civil por los daños y perjuicios causados al medio ambiente por 
los residuos, también reconoce la importancia de otorgarle legitimación 
activa a las asociaciones cuya finalidad sea la protección del medio am­
biente y establece que será la legislación nacional la que establezca las 
condiciones para que se lleve a cabo. 

De Miguel Perales propone que la normativa que regule la legitima­
ción activa de las asociaciones, deberá contener lo siguiente: 

1) El reconocimiento expreso de legitimación activa para ejercitar accio­
nes de defensa del medio ambiente. A su vez, la legitimación deberá ser: 

a) Ante todas las jurisdicciones: y 
b) Completa, es decir que incluya todas las consecuencias que se deri­

ven de su ejercicio (tales como reconocimiento, renuncia, desisti­
miento, transacción, etcétera). 

grupo. con el tin de poder lograr que un bien que le es propio sea tutelado. En virtud dI; lo anterior, la 
cosajuzgada se extiende no únicalllente a la parte sino también é:d grupo_ Op_ cit., pp. 182-190 . 

.198 Carlos de Miguel Perales, rdiriéndose al derecho esp31101, señala que en el campo del medio 
ambiente no hay una norma especifica que contemple la posibilidad de que haya una sustitución pro­
cesal por lo que actualmente no es posible hacerlo. La re~punsabilidaJ. ,pp. 301 Y 302 . 

.199 En España. en teoría las asociaciones deberían tener legitimación activa ya que por un lado. 
d artículo 45 de la Constitución espal10la otorga a todo individuo el derecho a un medio ambiente 
adecuado~ por el otro lado, el artículo 38 del Código Civil establece expresamente qm: las asocia¡,;jo­
Iles son personasjuridicas que pueden ejercer acciones civiles y criminales_ Sin embargo, en la prácti­
ca esto no ha prosperado. lbldem. pp_ 303-314. 
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208 MERCEDES CAMPOS DÍAZ BARRIGA 

2) Establecer los requisitos que toda asociación deberá reunir para po­
der tener legitimación activa. En relación con esto, se sugiere que exista 
un registro administrativo y que las asociaciones que estén inscritas en él, 
sean entonces consideradas como asociaciones de "interés general". Sin 
embargo, De Miguel Perales no está de acuerdo porque considera que el 
sistema de registros podría ser un requisito suficiente, pero Ilunca necesa­
rio para sustentar la legitimación, en virtud de que en principio, se le debe 
conceder a cualquier asociación, siempre que su fin sea la protección del 
medio ambiente. 

3) Determinar las reclamaciones que la asociación podría presentar: 

a) la prohibición inmediata de la actividad daiiosa; 
b) la adopción de medidas que eviten que el daño se cause posterior­

mente; 
e) la reparación in natura del daíio causado. 

En este último punto es importante subrayar que cuando no es posible 
obtener la reparación in natura, se presenta el cuestionamiento de si la 
asociación puede o no solicitar la indemnización pecuniaria. 

Esto va en función de la existencia o no de un sujeto pasivo determina­
do, ya que si lo hay, es perfectamente admisible que la asociación solicite 
la indemnización correspondiente que finalmente irá a parar al perjudica­
do. Por el contrario, cuando no exista un sujeto pasivo determinado, se 
considera que sería injusto liberar al sujeto agente de su responsabilidad 
por lo que se sugiere que se admita la indemnización y que se destine a 
algo que supla la reparación del daño causado. Así, puntualiza De Mi­
guel Perales, "se consigue preservar, dentro de los límites que la propia 
irreparabilidad del daño impone, la función reparadora de la indemniza­
ción".400 

Cabanillas Sánchez401 resalta las siguientes ventajas que se derivan de 
la legitimación activa de las asociaciones: 

1) Se facilita de manera efectiva, un acceso a la justicia, así como la 
protección de la justicia; 

2) Evita que haya sentencias contradictorias; 
3) Sirve como fundamento para nuevas clases de pretensiones; 
4) Facilita el resarcimiento de daños; 

400 Ibidem, p. 312. 
401 Véase Cahanillas Sánchez, Antonio, op. cil., p. 247 Y 248. 
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5) Evita que haya indefensión de aquellos que sufren perjuicios de 
poca cuantía, y de otras personas que aunque forman parte del grupo, no 
están presentes durante el proceso; 

6) Pennite que haya una distribución entre todos los involucrados, de 
los gastos incurridos durante el proceso. 

En México las asociaciones están reguladas por el e.e. y la Ley dc 
Asociaciones e Instituciones de Asistencia Privada. 

El articulo 2670 del e.e. define lo que es una asociación: "Cuando 
varios individuos convinieren en reunirse, de manera que no sea entera­
mente transitoria, para realizar un fin común que no esté prohibido por la 
ley y que no tenga carácter preponderantemente económico, constituyen 
una asociación." 

Como lo vimos con anterioridad, el e.P.C. establece en su artículo 1, 
que para poder iniciar un procedimiento judicial o intervenir en él, es ne­
cesario que se tenga interés jurídico. Asimismo, dispone en su segundo 
párrafo que los interesados podrán promover por sí solos o por sus repre­
sentantes o apoderados, el Ministerio Público y aquéllos cuya interven­
ción esté autorizada por la ley en casos especiales. 

Ni en el C.P.C. ni en ninguna otra ley existe disposición expresa que 
legitime a las asociaciones civiles para ejercer una acción en repre­
sentación de la sociedad por daños causados al medio ambiente en ge­
neral. 

En virtud de lo anterior, para que una asociación civil pueda iniciar un 
procedimiento judicial por daiios causados al medio ambiente, tendrá que 
probar interés juridico, es decir, que como asociación civil ha sufrido un 
daño. 

b) Las acciones colectivas 

Es importante hacer la aclaración de que la doctrina en lengua castella­
na en general, se refíere a las "class actions" como "acciones de clase", 
lo cual es una traducción literal del término que no tiene ningún significa­
do en castellano. Si bien en nuestro sistema jurídico no existe una figura 
que se equipare a las "e/ass aet;ons" del sistema jurídico anglosajón, 
consideramos conveniente utilizar un término de la rica lengua castellana 
que vaya más acorde con ésta. El término que proponemos es el de accio­
nes colectivas que consideramos adecuado en virtud de que la finalidad 
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210 MERCEDES CAMPOS DIAZ BARRIGA 

de las "e/ass actions" está encaminada a responder a intereses colectivos, 
como lo veremos a contil1uacióll.402 

La Guía para el uso de las Acciones de Grupo de Inglaterra, de 1991 403 

define class ac!ion, como aquella "acción que relllle todas las demandas 
de un elevado n(¡mero de demandantes frente al mismo demandado o de­
mandados. " 

Moreno Trujillo404 resalta la definición de acción colectiva como "la 
acción ejercida por el demandante 110 encaminada únicamente a garanti­
zar el propio interés, sino igualmente el de los que se encuentran en la 
misma situación que éL" 

Por su parte, las Reglas Federales de Procedimientos Civiles de Esta­
dos Unidos,4I15 establecen los siguientes requisitos para que pueda proce­
der una acción colectiva: 

1) Que los miembros de la acción colectiva sean muy numerosos, de 
tal manera que sea imposible que hagan un litisconsorcio;406 

2) Los miembros de la acción colectiva deberán debatir cuestiones que 
les sean comunes; 

3) Los representantes de la acción colectiva deberán reunir los requisi­
tos necesarios para defender sus intereses; 

4) Que si cada una de las acciones se ejercitara en forma separada, da­
ría lugar a la imposibilidad de cumplimiento por parte del demandado 
trente a todos los demandantes, o que el juez considere que es convenien­
te la acción colectiva porque los elementos comunes prevalezcan sobre 
los que son diferentes. 

-402 Si bien la mayor parte de la doctrina a la que hacemos referencia en el presente capítulo se 
reJiere a las dass actions como "acciones de clase", nosotros las denominaremos "acciones colecti· 
vas 

401 Miguel Perales, Carlos de, {,([ responsabilidad. .. ,' p. 3 l 4. 
404 Moreno Trujillo, Eulalia, haciendo referencia a Caballero F., op. cit., p, 287 
40,"i lbidem, p. 3 l 4. 
406 Entendiendo por litisconsorcio cuando hay un litigio en el que participan varias personas 

como actores contra un solo demandado o un autor contra varios demandados o varios autores contra 
vnrios demandados. El litisconsorcio puede ser voluntario o necesario, esto es importante mencionar­
lo porque el litiscollsorcio voluntario se da cuando existe mancomunidad de deudores () acreedores y 
cI necesario se da en el supuesto de solidaridad, en que al demandar a todos los deudores, de eonl"or­
midnd con el artículo 1989 del Código Civil, se tiene que denunciar a todos en una misma demanda. 
Esto tiene importancia también en relación con la solidaridad que se puede dar cn materia de dai'íos al 
medio ambiente. cuando hay una pluralidad de agentes que causan el dai'ío al medio ambiente. Véa<;e 
Becerra Bautista, José, VOl "Utisconsorcio", Diccionario Jurídico Mexicano, 5a. ed., México, 
UNAM-Porrúa, Instituto dI.! Investigaciones Jurídil.!as, 1994, t 111, pr. 2052 y 2053. 
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De Miguel Perales,,¡o7 señala las siguientes ventajas que presentan las 
acciones colectivas: 

1) Se reduce el costo del proceso tanto para el demandante como para 
el demandado en relación con los gastos procesales, honorarios de aboga­
dos y de peritos, etcétera;408 

2) Permite que se hagan efectivas reclamaciones de poca cuantia, que 
de otra manera serían irrecuperables; 

3) Se toma una posición más fuerte al unir muchas demandas frente al 
mismo demandado ya que se pueden contar con más pruebas y por lo tan~ 
to, hay más posibilidad de poder hacer efectiva la sentencia. 

4) Proporciona seguridad jurídica ya que se resuelve en un mismo sen­
tido para todos los demandantes, si por el contrario cada uno present(lra 
su demanda, aun cuando fuera una misma causa y se aplicara el misl110 

derecho, podrían darse soluciones distintas. 
Dentro de las desventajas que la doctrina ha sellalado, están las si­

guientes: 
1) El hecho de que en ocasiones la acción de clase puede no satisfacer 

plenamente cada una de las demandas de todos los actores por que hay situa­
ciones en las que el sujeto agente cumple frente a uno de los demandados 
yeso le impide cumplir trente al resto de los pcrjudicados. Sin embargo, 
De Miguel Perales opina que si bien representa un inconvcniente para el 
perjudicado como individuG, protege al perjudicado como colectivo: 

2) El rechazo que puedan tener en la práctica algunos órganosjurisdic­
cionales contra las acciones colectivas. 

3) La indeterminación del concepto de "clase" hace que esté sujeto a 
interpretación por parte del juez ya que el hecho de que aunque en teoria 
puede definirse, en la práctica será el juez quien decida si el uso de una 
acción de clase está o no justificado. 

Se ha señalado que si bien las ventajas que representan las acciones 
colectivas son principalmente para los demandantes, Se considera que 
también lo es para los demandados ya que además de que también puede 
reducir el costo del procedimiento, no se considera que sea una desvcnta­
ja para el demandado porque éste cuenta con lo~ mismos medios de de­
fensa . 

..\07 Véil~C Miguel Peralr.:s. Carlos de. I.a responsahilidad. , pp. 315-319. 
408 En el mismo sentido. véase Eulalia Moreno Trujillo que opina quc las accio11l.::s [(llcctiva~ 

son una exigencia de la sociedad "quc facilita el acceso a la justicia por parh: de los múltiples sujetos 
dañados. y por otro lado. agiliza y ahnrata la propia administración de justicia." Op. cit .. p. 2X7 
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Los elementos procesales relevantes que presentan diferencias con res­
pecto al ejercicio de acciones ordinarias, son los siguientes: 

a) Determinación de la parte actora. Cuando se presenta la demanda, 
el juez deberá decidir si realmente existe la acción colectiva y notificar a 
sus miembros. Aunque no es necesario que cada uno de los miembros 
esté identificado, si necesita que conste el consentimiento de cada uno de 
los miembros de acción colectiva para que formen parte de ella. En re­
lación con la forma en que se entenderá que hay consentimiento, De Mi­
guel Perales considera que la solución más acertada es la que adoptan las 
Reglas Federales de Procedimientos Civiles de Estados Unidos, que con­
siste en notificar debidamente a todos los miembros de la acción colecti­
va de la existencia del procedimiento y aquellos que en un plazo de tiem­
po determinado no hayan manifestado en forma expresa su deseo de 
separarse de ésta, quedan incluidos en ella. 

b) El objeto del proceso. Es uno de los problemas que se presentan al 
aplicar las acciones colectivas a los supuestos de responsabilidad por da­
¡ios al medio ambiente ya que para que este tipo de acciones puedan ad­
mitirse, es necesario que exista un predominio de carácter cualitativo, de 
los elementos comunes a la acción colectiva, respecto de los individuales 
de cada uno de los miembros del grupo. Es decir que el juez deberá eva­
luar sobre todo si existe una identidad en el concepto que se pide así 
como en el motivo por el que se hace, en este caso particular serían la 
reparación y el daño justificado, respectivamente. 

c) Efectos de la sentencia. La sentencia vincula a todos los miembros 
de la acción colectiva, sin embargo se considera que no estarán vincula­
dos aquellos miembros que hubieren ejercitado su derecho, en tiempo y 
forma, a excluirse de ésta. 

En el caso de México, la doctrina409 ha señalado que el sistema de la 
responsabilidad civil se enfoca a la legitimación individual del sujeto que 
sufre el dafio y no existe ni legitimación activa de la administración pú­
blica ni de las asociaciones. Tampoco existe la posibilidad de ejercitar 
una acción de clase. Sin embargo, la LGEEPA introduce la figura de la 
denuncia popular"o en su artículo 189 que dispone que: 

409 Así [o expone Gonzáicz Márquez, José Juan, "Alguna~ consideraciones ....• ·" pp. 434-436. 
410 Sobre este tema véase Luis Octavio Martinez, quien señala que con las rctormas de diciem­

bre de 1996 a la Ley General del Equilibirio Ecológico y Protección al Ambiente, la denuncia po­
pular se ha convertido en un instrumento más complejo que C0l110 estaba en el texto anterior, en 
virtud .:Ie que introduce mayores y distintos requisitos que hacen muy dillcil que (;ualquier persona 
pueda preparar la denuncia, teniendo necesariamente que recurrir a un abogado para ello. "Breves 
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Toda persona, grupos sociales, organizaciones no gubernamentales. asocia­
ciones y sociedades podrán denunciar ante la Procuraduría Federal de Pro­
tección al Ambiente o ante otras autoridades todo hecho, acto u omisión 
que produzca o pueda producir desequilibrio ecológico o daiios al ambiente 
o a los recursos naturales, o contravenga las disposiciones de la presente 
Ley y de los demás ordenamientos que regulen materias relacionadas con 
la protección al ambiente y la preservación y restauración del equilibrio 
ecológico 

Aun cuando este artículo faculta a las asociaciones, organizaciones 110 

guhernamentales y grupos sociales únicamente para presentar ulla denun­
cia popular cuyos efectos pueden ser la imposición de sanciones adminis­
trativas, consideramos que es un avance por el hecho de considcrar que 
pueden representar los intereses de un grupo determinado. Asimismo, el 
articulo 204 dispone que: 

"'Cuando por infracción a las disposiciones de esta Ley se hubicren 
ocasionado daños o perjuicios, los interesados podrán solicitar a la Secre­
taría, la formulación de un dictamen técnico al respecto, el cual tendrá 
valor de prueba, en caso de ser presentado enjuicio". 

En virtud de lo anterior, se ha considerado que por medio del procedi­
miento de denuncia popular se puede determinar si hubo daño o no )' a 
quiénes se causó, de tal forma que los interesados podrán utilizar el dicta­
men correspondiente en juicio, facilitándoles el difícil trabaju de reunir 
pruebas. 

Sin embargo, la doctrina resalta el hecho de que la figura de la denun­
cia popular se ha utilizado más con tines preventivos que para efectos re­
sarcitorios. 

Por lo que podemos concluir que en México no es suficiente el régi­
men jurídico actual en lo que se refiere a la legitimación activa para la 
reparación de los dalloS al medio ambiente. Es necesario adaptar las figu­
ras de derecho comparado, a nuestro sistema juridico con el fin de quc 
existan menos obstáculos para ello. earmona Lara defiende la idea de im­
plantar a nuestro sistema jurídico un modelo procesal que se inspire en 
las acciones colectivas norteamericanas. De esta forma, dice, "4l1cdaría a 
salvo el derecho del individuo concreto para solicitar la reparaciún dc los 

apuntes para 1¡¡ preparaCitlll de un¡¡ JellLlllcia popular". ro guía all1hienlof. México, Unión de (jrupll~ 
Alllhientalistas.I.A.P .. 199X. pp. 619 Y 620 
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daños causados directamente a su esfera patrimonial, si no VII11eran cu­
biertos por la reparación impuesta por medio de la acción de clase".4I1 

Estas nuevas tendencias de la responsabilidad civil que presentan la 
posibilidad de que los portadores de un interés difuso, como en el caso de 
las asociaciones puedan reclamar los daños ambientales, hace tambalear 
mecanismos procesales tradicionales como la legitimación y la acción in­
dividual 412 

B. Legitimación pasiva 

Es obvio que el causante del dalla ambiental es quien está legitimado 
pasivamente. Así lo contempla el Libro Verde413 al sei'ialar que el autor 
del daño ecológico es responsable, y por lo tanto tiene la obligación de 
indemnizar. También considera que la administración pública puede ser 
considerada como sujeto pasivo, si el explotador de la actividad que oca­
siona el dai'io cumple todas las normas establecidas en la autorización res­
pectiva. 

Díaz Brav0414 observa que aun cuando el análisis de los sujetos activos 
de la relación contaminante puede conducir a que se identifique, a todos 
aquellos sujetos que emplean sustancias nocivas o que producen desechos 
contaminantes, no puede dejar de tomarse en cuenta la responsabilidad 
del Estado en virtud de que éste tiene la obligación de adoptar medidas 
eficaces que tiendan a proteger la salud pública, y por lo tanto el incum­
plimiento de ese deber es fuente de responsabilidad para el Estado, en la 
medida en que no dicte disposiciones oportunas y acertadas o que habién­
dolas dictado, no exija su cumplimiento. El mismo C.c., en su atiículo 
1927 contempla la responsabilidad del Estado por los dal10s y perjuicios 
que causen sus funcionarios en ejercicio de sus atribuciones, siendo una 
responsabilidad subsidiaria salvo cuando se trate de ilícitos dolosos, en 
cuyo caso la responsabilidad será solidaria. 

No obstante consideramos fundamental este punto sobre la responsabi­
lidad ambiental del Estado, no profundizaremos en él por no ser objeto 
del presente estudio. 

411 Carmona Lara, Maria del Carmen, op, cit .. pp. 71 Y 72. 
4 \2 Ver Besalú Parkinson, Aurora V. S., oj). cit., p. 70, 
4 ¡ 3 Libro Verde, pp. 8 Y 9. 
414 Díaz Bravo, Arturo, op. cit., p. 205. 
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Determinar quién es el sujeto activo de la relación contaminante y por 
lo tanto, el responsable, no siempre resulta fácil. Existen distintos matices 
en cuanto a quién debe considerarse como el responsable, en determina­
das circunstancias. 

Tanto la propuesta modificada de Directiva relativa a la responsabili­
dad civil por los daños y perjuicios causados al medio ambiente por n.:si­
duos, como el Convenio del Consejo de Europa sobre la responsabilidad 
civil por los daños que resultan de actividades peligrosas para el medio 
ambiente, consideran como responsable. por lo tanto legitimado pasiva­
mente, a quien lleva acabo la actividad profesional ya sea, productora de 
residuos, o peligrosa para clmedio ambiente.-11~ 

En el mismo sentido, la Ley alemana considera como sujeto pasivo a 
los siguientes sujetos: 

1) Al titular de la instalación industrial (anexo I de la ley), en la sec­
ción I del articulo lo. qlle establece que: 

"Si cualquier persona muere o sufre daños corporales o impedimentos 
en la salud o si la propiedad es dañada como resultado de cualquier i111-
pacto ambiental ocasionado por alguna instalación de conformidad como 
se listan en el anexo L el titular de la instalación deberá compensar a la 
parte dal1ada por los dallos que hubieren resultado". 

2) Al titular de la instalación industrial no terminada. cuando la insta­
lación no está en funcionamiento todavía pero el inllujo esté en funciún 
del riesgo de la instalación ya terminada. 

3) Al titular de la instalación en el momento de su cierre. cuando la 
instalación hubiere dejado de funcionar pero el influjo medioambiental se 
base en la circunstancia de riesgo de la instalación antes de su cierre. 

En virtud de quc la imputación de la responsabilidad siempre se refiere 
al titular de In instalación. consideramos que es necesario definir (llIé se 
entiende por el titlllar. 

La doctrina alemana considera que el titular slIele ser el propietario de 
la instalación. sin cmbargo, no es el único indicio para de1crminar esta 
cualidad ya que "la titularidad se caracteriza por la posibilidad dc IIcvar a 
cabo un control real y económico. siendo titular el denominado señor del 
riesgo" .41(· 

.j 1 'i Según n:!en:ncia ¡J~ Cabanillao. SÚnchu .. Antonio_ (1) ctI" pp_ 2:'·) :- 2:''' . 

.jli> Ihidcm. p. 256. 
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En lo que se refiere al derecho español, Cabanillas Sánchez4l7 observa 
que tanto los ciudadanos como la administración, pueden ser responsa­
bles de los daiios ambientales. 

Es importante determinar quién puede ser sujeto responsable por daños 
ocasionados por contaminación a las aguas continentales. AlcaÍn MartÍ­
nez,418 haciendo referencia al derecho espaiiol, considera que la responsa­
bilidad del particular puede ser de dos tipos: 

1) Responsabilidad del particular por daños al dominio público, de 
conformidad con el artículo 110 de la Ley Federal de Aguas. De confor­
midad con el derecho español, hay dos vías para exigir la responsabilidad 
al sujeto que cause un daño al dominio hidráulico: por una parte, la Ley 
Federal de Aguas impone al infractor la obligación de reparar los daíios y 
perjuicios ocasionados al dominio público hidráulico y por otro, la vía ci­
vil mediante la cual el sujeto puede acudir a la jurisdicción civil para exi­
gir la indemnización correspondiente. 

De conformidad con la legislación de aguas española, la administra­
ción pública está facultada para establecer la indemnización por los dafios 
y perjuicios ocasionados al dominio público hidráulico, además de impo­
ner sanciones cuando se lleven a cabo acciones u omisiones que constitu­
yan una infracción adl11inistrativa.419 

Sin embargo, se plantea una problemática ya que de acuerdo con el 
Código Civil español, es el particular que ha sufrido los daiios en su patri­
monio quien puede exigir la responsabilidad civil. La cuestión se resuel­
ve señalando que la administración puede imponer la obligación de repa­
rar los daños y perjuicios que hayan ocasionado al dominio público 
hidráulico, y de reponer las cosas a su estado anterior. Sin embargo tam­
bién se ha discutido si es o no necesario que la administración fije prime­
ro la sanción para que pueda proceder la reparación, sobre lo cual se ha 
concluido que sí es necesario. 

Lo importante es que existen las dos vias cuya finalidad va encamina­
da a la reparación del dominio público hidráulico, aunque su naturaleza 
sea distinta. La vía civil procederá siempre que se produzca un perjuicio 
al particular. independientemente de que se denuncie o no la infracción 
administrativa e inclusive cuando la obligación de reparar no se hubiere 
fijado por la administración pública. 

417Ihidem,p.257 
418 Así 10 expone Alcaín Martinez. Esperanza, op. cil., pp, [90-193. 
419 Artículo 323 del Reglamento del Dominio Público Hidráulico de España. 
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2) Responsabilidad del particular por daños al patrimonio de otro parti­
cular. Este es el supuesto que aplica para aquel particular que tenga un 
derecho de propiedad de aprovechamiento ya sea otorgado por concesión, 
o por alguna otra figura jurídica prevista por la legislación de aguas, en 
cuyo caso procederá la responsabilidad civil propiamente dicha. 

Hemos señalado anteriormente que una de las principales causas de 
contaminación de las aguas son los vertidos o aguas residuales y que los 
sujetos que descargan aguas residuales en mayor cantidad y con sustan­
cias nocivas son las empresas. En este caso pueden haber diversos sujetos 
implicados, no únicamente la persona física o moral que directamente lle­
va a cabo el vertido. 

La LAN se refiere en forma general, a la responsabilidad de las perso­
nas físicas o morales que descarguen aguas residuales del cumplimiento de 
las disposiciones de la ley y del reglamento en materia de control preven­
ción de la calidad de las aguas. Sin embargo, contempla la posibilidad de 
que existan empresas cuya actividad sea la de tratar aguas residuales y cu­
yos servicios sean contratados por otras personas físicas o morales. El ar­
tículo 146 del reglamento hace referencia a esto y establece la responsabi­
lidad solidaria de las personas físicas o morales que hubieren contratado o 
utilizado los servicios mencionados, con las empresas que traten aguas re­
siduales, del cumplimiento de lo dispuesto en la LAN y en el reglamento. 

Esta es la única disposición que se refiere específícamente a las empresas 
cuya actividad es el tratamiento de aguas. En Espmla, el artículo 100 de la 
Ley Federal de Aguas prevé la obligación a cargo de las empresas de verti­
do, de constituir una fíanza para responder de la continuidad y eficacia de los 
tratamientos. El artículo 270 del Reglamento del Dominio Público Hidráuli­
co desarrolla el contenido de esta fianza y establece la responsabilidad subsi­
diaria de los causantes de los vertidos. Dicho esto, la responsabilidad a cargo 
de la empresa tratadora de aguas es una responsabilidad directa del empresa­
rio y los causantes de los vertidos serán responsables subsidiariamente, es 
decir a los terceros que contrataron los servicios de la empresa. 

Como lo expusimos anteriormente, los empresarios son responsables 
por los actos que sus empleados cometan en el ejercicio de sus funcio­
nes, por lo que es importante tenerlo en cuenta cuando se pretenda exigir 
la responsabilidad civil por daños causados por contaminación del agua 
a una industria determinada.420 

420 Supra. nota núm, 119. 
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Pluralidad de sujetos responsables 

Expuesto lo anterior, es importante resaltar que los problemas sobre la 
legitimación pasiva no se presentan cuando la responsabilidad es indivi­
dual sino cuando hay más de un responsable. Así lo expone el Libro Ver­
de42l al referirse a la responsabilidad múltiple. 

Tanto la propuesta modificada de directiva relativa a la responsahili­
dad civil por los dafíos y perjuicios causados al medio ambiente por los 
residuos, como el Convenio del Consejo de Europa sobre la responsabili­
dad civil por los dafíos que resultan de actividades peligrosas para el me­
dio ambiente, han acogido la responsabilidad solidaria como solución a 
este problema. En este sentido, se trata de que el perjudicado puede recla­
mar la reparación total a cada uno de los eventuales responsables, inde­
pendientemente de que entre ellos se determinen otras responsabilidades. 

Por su parte, la Ley alemana no establece expresamente las reglas a 
seguir en el caso de que hubiere diversas instalaciones que causen dafíos 
al medio ambiente. Sin embargo, la doctrina considera que al contemplar 
una responsabilidad de carácter civil, se debe aplicar la legislación civil 
que establece la responsabilidad solidaria por acto ilícito común. 

No obstante que la responsabilidad solidaria parece ser la solución más 
adecuada cuando hay pluralidad de agentes, la doctrina ha sellalado tam­
bién que se presentan algunos inconvenientes, como el hecho de que pue­
de dar lugar a que el perjudicado elija al responsable en función de la 
jurisdicción más favorable (cuando las partes responsables son de paises 
distintos), o que demande en primer lugar a la parte con más recursos 
económicos en lugar de a la que ha causado mayores dafíos. También, 
opina Gómez Pomar,422 la responsabilidad solidaria demasiado ambiciosa 
y extensa puede ser peligrosa y contraproducente porque viene acompa­
fíada de acciones de regreso y reembolso entre aquellos copartícipes que 
han indemnizado a las víctimas y los restantes cocausantes del perjuicio. 

Cabanillas Sánchez42J estima que en el derecho español la doctrina 
aboga a que se aplique la responsabilidad solidaria cuando el dafío al me­
dio ambiente es causado por una pluralidad de sujetos en virtud de que es 
un instrumento de tutela que ha dado buenos resultados. Al contrario de 

421 Libro Verde, p. 8. 
422 Gómez Pomar, Fernando, op. cit., p. 72. 
423 Sobre este punto, Antonio Cabanil1as Sánchez expone diversas opiniones de la doctrina II-an­

cesa e italiana. up. cit., pp. 260 Y 261. 
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la mancomunídad424 que traería como consecuencia el incremento oe los 
problemas probatorios, y por ende, no se cumpliria la función reramtoria 
de la responsabilidad civil en muchos casos. 

Por lo que "existirá responsahilidad solidaria cuando las diversas con­
causas sean todas indispensables para la producción del evento dañoso'-_ 
en este sentido. un empresario no podrá argumentar que si la contamina­
ción de otra fuente no hubiere existido (por ejemplo, el trático automovi­
lístico) las emisiones que él hubiere producido no serían dafíinas.41s 

En México, el C.C. resuelve el problema de pluralidad de agentes tam­
bién con la figura de la responsabilidad solidaria ya que el artículo 1917 
del e.e. a la letra dispone: 

"Las personas que han causado en común un daño, son responsables 
solidariamente hacia la victima por la reparación a que están obligadas. 
de acuerdo con las disposiciones de este capítulo." 

Esta responsabilidad solidaria se refiere a las obligaciones que nacen 
de los actos ilícitos. incluidas dentro del capituloV del libro IV del Códi­
go e incluye tanto los hech05; ilícitos como la responsabilidad o~jetiv<l. 

La solidaridad se encuentra definida en nuestro C.e. por el articulo 
1987 que establece lo siguiente: 

" ... habrá solidaridad activa cuando dos o más acreedores tienen dere­
cho para exigir, cada uno de por sÍ, el cumplimiento total de la obligación~ 
y solidaridad pasiva cuando dos o más deudores reporten la obligación de 
prestar, cada uno de por si, en su totalidad, la prestación debida." 

El articulo 1988 del C.e. establece que la solidaridad nunca se presu­
me. sino que resulta de la ley o de la voluntad de las partes por lo que al 
establecerse en el articulo 1917 en lo relativo a la responsahilidad por ac­
tos ilícitos, actualmente si se quisiera responsabilizar a una pluralidad de 
agentes por datlos ocasionados al medio ambiente. seria a través de la res­
ponsabi lidad so lidaria. 

La L.R.e. Dailos Nucleares también contempla la responsabilidad soli­
daria, al disponer en su artículo 8 que "cuando la responsabilidad por da-
110S nucleares recaiga en más de un operador, todos serán responsables 
solidariamente. " 

42..\ La mancomunidad. como está regulada en llL1I.:stro Código Civil, en rdacil'lIl Cllll las modali­
dad~s de [as obligaciones. no hac(; que cada uno de los deudores dcba cumplir intcgrmm:nte con la 
obligación, ni da derecho a cada lino de los acreedores para exigir el 101,11 cumplimiento de 1<1 obliga­
ción. sino que la deuda se considera dividida en tantas partes como delldures () ,lCn:l.:dorC'., ~;¡¡y:l y 
cada parte constituye una deuda o un crédito diqintos unos de otrm (articulo 19~5) 

425 Cahanillas Sánchel. Anlonio. op. cit., p, 262. 
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Otro artículo que es importante en relación con la legitimación pasiva 
es el artículo 1918, en virtud de que establece la responsabilidad de las 
personas morales respecto de los daños y perjuicios que causen sus re­
presentantes legales en el ejercicio de sus funciones. Consideramos que 
este artículo es importante en virtud de que si los daños al medio am­
biente se causan por una industria, al ser una persona jurídica se presenta 
el problema de quién debe responder por esos daños. Se considera que es 
la sociedad mercantil la que responde con su patrimonio y dependerá de 
qué tipo de sociedad mercantil sea, para determinar si también tienen 
obligación de responder en determinado momento los accionistas con su 
patrimonio o no. 

Carmona Lara expone dos consideraciones importantes para determi­
nar el sujeto contaminador: 

1) Cuando una norma legal no contenga de forma expresa una presun­
ción de responsabilidad que sirva para que se dé una inversión de la carga 
de la prueba, será el lesionado el que asigne la imputación de responsabi­
lidad. 

2) Cuando la imputación recaiga en varios sujetos, serán responsables 
solidariamente del daílo causado, salvo cuando se pueda demostrar el 
quantum participativo en el resultado dañoso de cada uno de ellos. 

En cuanto al sujeto responsable, hay ocasiones en que no puede identi­
ficarse un responsable o, aun cuando sí sea identificado, éste no hace 
frente a su responsabilidad, como es el caso de una empresa que ya no 
existe. En estos casos se han propuesto los mecanismos de indemnización 
conjunta, como son los fondos que analizamos anteriormente. 

Nosotros somos de la opinión que la responsabilidad solidaria es una 
buena solución para el problema de la pluralidad de agentes responsables, 
ya que se le facilita a la víctima del daño el problema de tener que demos­
trar en qué medida le causó un daño cada uno de los sujetos y será el 
sujeto que haya tenido que indemnizar a la víctima, el que después tenga 
que ejercer alguna acción en contra de los otros responsables. 

2. Prescripción 

En relación con este tema, existen en la doctrina diferencias de opinión 
sobre cuál debe ser el plazo de prescripción para la responsabilidad civil 
por daños al medio ambiente. Aunque coinciden en que por lo general la 
legislación aplicable es la misma que para cualquier supuesto de respon-
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sabilidad civil, sin embargo existen leyes especiales que imponen plazos 
distintos. 

La propuesta modificada de Directiva relativa a la responsabilidad ci­
vil por los daños y perjuicios causados al medio ambiente por los resi­
duos, estima que es conveniente que se establezca un plazo de prescrip­
ción uniforme para poder ejercer el derecho al resarcimiento, con el fin de 
proporcionar seguridad jurídica tanto al perjudicado como al productor. 
En particular, este texto prevé un plazo de tres a110S para ejercitar la ac­
ción de resarcim iento, que se cuenta a partir de la fecha en que la persona 
potencialmente demandante haya tenido o debiera haber tenido conoci­
miento del daño. También establece otro plazo distinto de treinta años 
para el derecho a recurrir a los tribunales y que se cuenta a partir de la 
fecha en que se haya producido el hecho generador del daño. 

El Convenio del Consejo de Europa sobre la responsabilidad civil por 
los daños que resultan de actividades peligrosas para el medio ambiente, 
establece un plazo de prescripción idéntico. 

Por su parte, la Ley alemana remite para efectos de la prescripción a 
las disposiciones sobre prescripción por actos ilícitos del C.e. alemán, 
que establece un plazo de treinta a110S. 

En el derecho español se aplica la prescripción relativa a los actos ilíci­
tos que es de un año, contado a partir de que lo supo el perjudicado. Al 
respecto, Moreno Trujill0426 señala que este plazo no es suficiente para la 
responsabilidad por daños al medio ambiente en virtud de que general­
mente las consecuencias de la contaminación se manifiestan con mucho 
más lentitud por lo que para que el agraviado conozca de la existencia de 
esos danos puede pasar mucho tiempo. 

Cabanillas Sánchez421 considera que sería apropiado un plazo de quin­
ce años y observa que podría considerarse que la acción para exigir res­
ponsabilidad por daños al medio ambiente es imprescriptible, si se parte 
de la existencia de un derecho a un ambiente salubre y adecuado para el 
desarrollo de la persona, consagrado en la Constitución, siempre y cuan­
do el daiio ambiental constituya de manera directa, un daño a la salud co­
lectiva. 

Al respecto, De Miguel Perales428 no está de acuerdo en la imprescrip­
tibilidad en este tipo de acciones civiles ni en el plazo que Cabanillas 

426 Cfr Moreno Trujillo, Eulalia, op. cit.. p. 307. 
427 Sobre este punto, véase Cabanillas Sánchez, Antonio, op. cil., pp. 275 Y 276. 
428 ('Ir. Miguel Perales, Carlos de, La responsabilidad. .. , p. 339 
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Sánchez propone, en virtud de que considera que un plazo tan largo crea 
inseguridad jurídica. Asimismo, opina que el plazo de prescripción ade­
cuado podría se el de cinco afias, ya que tres al10s es muy poco tiempo 
para un área como la de la responsabilidad civil por dal10s al medio am­
biente, en donde hay muchos aspectos técnicos que pueden retrasar mu­
cho el ejercicio de la acción. 

De Miguel Perales429 resalta los problemas que se presentan en rela­
ción con la prescripción en materia de dal10s al medio ambiente: 

1) Daños sobrevenidos. En materia de daiios al medio ambiente, pue­
den presentarse dafíos como consecuencia de una conducta daí'íosa pero 
que después de un tiempo surgen dal10s distintos de esa misma conducta. 
En su opinión, no debe existir ningún problema para que se pueda exigir 
la correspondiente responsabilidad civil, independientemente de que ten­
gan o no el mismo origen. Por lo que el plazo de prescripción empezará a 
contar desde que cada uno de los daños fue conocido por el perjudicado. 

2) Daños continuados. Los daños continuados tienen, a su vez, tres 
modalidades: 

a) Dal10s que se presentan sucesivamente a lo largo del tiempo. Para 
este caso, hay autores que han considerado que el plazo de prescrip­
ción empieza a partir de que se producen los daiios. Sin embargo, 
De Miguel Perales no está de acuerdo con esto ya que el plazo de 
prescripción se cuenta a partir de que lo sepa el agraviado, y no des­
de que se produjo el daño. 

b) Dal10s que son consecuencia de un acto definido en el tiempo pero 
que se prologan en su desarrollo; 

c) Dai'íos que se producen por una serie sucesiva de hechos dal1osos. 

Para Moreno Trujillo430 la prescripción no pierde su naturaleza de ser 
extintiva de derechos y acciones, sino que se adapta a las nuevas formas 
de dal10 por lo que en el caso de los daños continuados, el plazo de pres­
cripción deberá empezar a correr a partir de que el daño se realiza y es 
conocido por el agraviado, no cuando cesa el dalla. 

3) Daños futuros. Moreno Trujill0431 resalta un problema más en rela­
ción con la prescripción: el de los dallos futuros. 

429 lbidem, pp. 241·350 
430 Cfr. Moreno Trujill0, Eulalia, op. cit .. pp. 309 Y 310. 
43\ ¡dem. 
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En los daños al medio ambiente puede suceder que una vez interpues­
ta la demanda en reclamación de determinados dafios, durante el proceso 
o ya dictada la sentencia, surja la misma actividad que dio lugar a esos 
daños y que esté ocasionando otros daños distintos que no se conocían 
antes. 

Considera que en este caso, no podría hablarse de cosa juzgada, ya que 
aunque sean daflos con el mismo origen, son resultados Iluevos y por lo 
tanto, el cómputo del plazo de la prescripción deberá empezar desde que 
el actor haya tenido conocimiento de ese daño en concreto. El problema 
de la prescripción de los dafíos futuros no se basa en el cómputo del pla­
zo, sino en que se reconozca el carácter novedoso de los daJl0s y en que el 
actor demuestre que no tuvo conocimiento previo de los mismos. 

4) El conocimiento del daño. Este es un concepto importante que hay 
que definir y precisar, en virtud de que como lo vimos anteriormente, ge­
neralmente sirve como punto de partida para que empiece a correr el pla­
zo de prescripción. Sin embargo, 110 por el simple hecho de tener conoci­
miento del da¡]o significa que el sujeto está en posibilidad o capacitado 
para ejercer la acción. Para que el ejercicio de la acción pueda tener lugar, 
es necesario que el perjudicado conozca o esté en disposición de conocer 
el daño, la causa y el causante del mismo. Por lo tanto, para que se inicie el 
cómputo del periodo de prescripción es necesario que el periudicado co­
nozca o hubiera debido conocer el dalio, la causa y el causante. Sin em­
bargo, en la práctica no resulta fácil demostrar si se tuvo o no conoci­
miento del daí'io en virtud de que es un elemento subjetivo el que hay que 
demostrar. 

En el derecho mexicano, la LGEEPA establece expresamente un plazo 
de prescripción para demandar la responsabilidad ambiental. El artículo 
203 dispone que el término será de cinco años contados a partir del mo­
mento en que se produzca ese acto, hecho u omisión correspondiente. 

Si bien este plazo de prescripción representa un avance, ya que es un 
plazo mayor que el consagrado en el m1ículo 1934 del e.e. para exigir la 
reparación de los daños causados, que es de dos años, también contados a 
partir de que se haya producido el daño, consideramos que el error se en­
cuentra en el cómputo del plazo en virtud de que sería mejor que comen­
zara a correr a partir de que el perjudicado conoció o debió conocer dcl 
daño. Esto debido a los problemas concretos que se presentan en relación 
con la manifestación de los dafíos ambientales, su progresividad, etcétera, 
como lo hemos analizado anteriormente. 
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La L.R.C. Daños Nucleares, en su artículo 19 establece un plazo de 
diez años, contados a partir de que se produjo el accidente nuclear. Asi­
mismo, el artículo 21 establece un plazo distinto, de quince años, para 
aquellos casos en que se produzcan dallos nucleares mediatos que no im­
pliquen la pérdida de la vida ni su conocimiento objetivo inmediato. 

Consideramos que dentro de los mismos daños al medio ambiente, varía 
el plazo de prescripción por las características propias de los mismos. Consi­
deramos que un plazo general de cinco años, contados a partir del conoci­
miento del daño, es el adecuado, sin perjuicio de que en cada materia en 
concreto se pueda ampliar dicho plazo, estableciéndolo de manera expresa. 

En relación con los daños por contaminación del agua, consideramos 
que el plazo de cinco años mencionado anteriormente es adecuado, si 
bien es necesario que se establezca expresamente en la LAN o en su re­
glamento, porque de lo contrario, se aplicará el de la LGEEPA que es de 
5 allOS a partir de que se produzca el acto causante del mismo, o el del 
Código Civil que es de dos años contados a partir de que se haya causado 
el daño, con los cuales estamos completamente en desacuerdo por las ra­
zones ya explicadas anteriormente. 

3. Competencia 

Se ha discutido en la doctrina sobre qué tribunales son competentes 
para recibir demandas de reparación de daños ambientales y para imponer 
medidas preventivas, si los administrativos o los civiles. 

La opinión generalizada de la doctrina española, es que los tribunales 
civiles son los competentes. Sánchez-Friera432 señala que la jurispruden­
cia civil española ha asentado ya la competencia de los tribunales civiles, 
tanto para conocer de la acción por reclamación de daños, como para im­
poner medidas que corrijan las deficiencias que los provocaron y eviten 
así que sigan produciéndose. El hecho de que se cumpla con las formali­
dades administrativas para instalar una industria determinada, no afecta 
las consecuencias civiles que pueda tener dicha actividad, de tal manera 
que siempre será competencia de los tribunales civiles, conocer de los 
perjuicios que se causen a los particulares en sus derechos civiles. 

Como subraya Cabanillas Sánchez,433 en esta zona de tangencia entre 
la jurisdicción común y la contencioso-administrativa es necesario distin-

432 Véase Sánchez-Friera González, Ma. del Carmen, op. cit., pp. 220-229. 
433 Sobre este punto véase Cabanillas Sánchcz, Antonio, op. cit., pp. 66-69. 
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guir entre lo que es materia que corresponde a la propiedad privada, por 
lo tanto de carácter civil, y lo que afecta a los intereses generales o públi­
cos, que es de naturaleza administrativa. Aun cuando generalmente la le­
gislación ambiental es de carácter administrativa, eso no impide que el 
ordenamiento jurídico-privado intervenga en aquellos problemas que se 
originen en los supuestos de responsabilidad extracontractual, abuso del 
derecho o relaciones de vecindad que regula la legislación civil. 

El proceso administrativo es una vía legal mediante la cual se conoce 
de las acciones de quienes demandan justicia, con el fin de resolver una 
controversia originada por un acto o una resolución administrativa que se 
reputa ilegal.434 

Sin embargo, cuando afecta a derechos subjetivos privados pierde el 
carácter de administrativo para entrar al campo del derecho civil y si se 
incurre en responsabilidad se hará efectiva bajo la legislación civil. "El 
acatamiento y observancia de las normas administrativas no colocan al 
obligado al abrigo de la correspondiente acción civil de los perjudica­
dos" .435 

De Miguel Perales'" observa que en la práctica se han planteado dudas 
sobre esta cuestión en virtud de que en muchos casos, los demandados 
han argumentado la falta de competencia de los tribunales civiles. Sin 
embargo, advierte que generalmente lo han hecho sin un fundamento su­
ficiente. 

Asimismo, resalta las siguientes líneas básicas a seguir para el proble­
ma de competencia: 

l. Es competencia de la jurisdicción ordinaria cuando se trate de una 
cuestión entre particulares. 

2. El hecho de que exista una extensa normatividad administrativa so­
bre una materia determinada, no implica que esté monopolizada por el 
derecho público porque no por ello se deroga la aplicación en esa materia 
de las reglas sobre responsabilidad contractual o extracontractual. 

3. Es competencia de la jurisdicción ordinaria cuando una de las partes 
no es particular pero actúa en relaciones de derecho privado. 

4. La competencia de los tribunales civiles no sólo se determina en 
función de las personas, sino también por razÓn de la materia. Por io que 

4J4 Véase Nava Negrete, Alfonso, voz "Procedimiento Administrativo", Diccionariu .JurídIco 

Mexicano. t. IV, p. 2558 Y 2559. 
435 Miguel Perales, Carlos de, La responsahilidad. .. p. 69. 
436 Ibídem. pp. 351-357 
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los tribunales competentes serán los civiles cuando la relación entre las 
partes sea de naturaleza privada, o cuando el objeto de debate pueda in­
cluirse dentro del derecho privado. 

5. Es necesario separar las cuestiones civiles de las administrativas, 
para que cada asunto sea resuelto ante el tribunal competente. 

6. Las cuestiones civiles son distintas de las administrativas en virtud 
de que responden a fines diferentes, se rigen por principios y normas dife­
rentes y por lo tanto, competen ajurisdicciones diferentes. 

7. El juez civil es competente para imponer medidas preventivas que 
tiendan a evitar daños futuros, sin que por ello se esté invadiendo la 
competencia de la administración. En este sentido, Aurora V. S. Besalú 
Parkinson437 haciendo referencia a la prevención directa, señala que ésta 
se puede ejercer mediante técnicas inhibitorias, es decir, órdenesjudicia­
les de hacer o no hacer, impuestas al agente de la actividad dañosa, que 
pueden ser apl icadas por los jueces civiles en los juicios por daños y per­
juicios. 

8. Lajurisdicción civil es subsidiaria respecto de las demásjurisdiccio­
nes, esto significa que en casos dudosos debe entenderse que es compe­
tente la jurisdicción civil. 

En el caso de México, la L.R.C. Daños Nucleares establece expresa­
mente en el artículo 25, que serán los tribunales federales del domicilio 
del demandado, los competentes para conocer de las controversias que se 
susciten con motivo de la aplicación de la ley, de conformidad con las 
reglas del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

La LGEEPA en lo que se refiere a la responsabilidad ambiental, en su 
artículo 303 nos remite a las disposiciones de la legislación civil aplica­
ble. Específicamente dispone que será, independientemente de las sancio­
nes administrativas o penales que procedan, por lo que se infiere que en 
lo relativo a los daños ambientales que encuadren dentro de la responsa­
bilidad civil, serán competentes los tribunales civiles que establece el 
propio L.R.C. Dafíos Nucleares. 

En cuanto a qué tribunales civiles son los competentes para conocer de 
una acción de responsabilidad civil por daños al medio ambiente, sería 
necesario que esto se especificara en la ley respectiva. Actualmente, de 
conformidad con el C.P.C., es competente el juez del domicilio del de­
mandado. El artículo 156 en su fracción IV establece que será competente 

437 Besalú Parkinson, Aurora y, S., op. cit., p. 76, 
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el juez del domicilio del demandado si se trata del ejercicio de acciones 
personales. 

El Tribunal Supremo de España ha manifestado que la competencia 
para imponer las medidas preventivas será de la jurisdicción ordinaria y 
no la contencioso-administrativa ya que tienen una distinta finalidad: la 
primera tiene una finalidad estrictamente reparadora y protectora de! pa­
trimonio de un individuo particular. mientras que la segunda tiene una fi­
nalidad defensora de los intereses generales4 " 

Al respecto, Carlos de Miguel Perales opina que la competencia del 
juez correspondiente dependerá de la finalidad concreta de cada tipo de 
medida ya que en el fondo, su objetivo último es el mismo: conseguir un 
medio ambiente apto para ser disfrutado por el hombre4w 

La competencia para conocer de reclamaciones de responsabilidad por 
daños al medio ambiente por contaminación del agua corresponde a los 
tribunales civiles, siempre que los dafíos hayan sido causados a los parli­
eulares ya sea en su persona, o en sus bienes. 

La administración pública podrá imponer sanciones administrativas a 
los particulares, dentro de las cuales se encuentra el exigir que se restaure 
el medio ambiente dañado, pero por un incumplimiento a alguna disposi­
ción de la LAN, su Reglamento, la LGEEPA, las Normas Oficiales Mexi­
canas, pero no es de su competencia conocer de una reclamación que 
haga un particular por los dafíos sufridos por contaminación del agua. 

En virtud de lo anteriormente expuesto, consideramos que si bien en 
algunos casos puede no estar clara la competencia, por el hecho de que 
tratándose de los daños al medio ambiente éstos pueden afectar tanto a 
intereses particulares como generales, dependerá del caso concreto. 
Es decir, los tribunales administrativos serán competentes cuando se tra­
te de los daños causados al medio ambiente en general y de los supues­
tos de responsabilidad previstos en las leyes administrativas aplicables. 
Sin embargo. siempre que se trate de una acción de indemnización por 
parte de un particular por los daños sufridos en su patrimonio o su perso­
na, será competencia de los tribunales civiles por las razones expuestas 
anteriormente. 

438 Cjr Miguel Pcrnlcs. Carlos de, La responsabilidad. ,p. 100. 
4.19 ¡don. 
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4. Algunas consideracIOnes deforma

Como requIsItos procesales para que actualmente prospere la acción de
responsabilidad por daños al medio ambiente, se han señalado los si­
gUlentes.'40

1) Que eXista una actividad humana
2) Si se trata de una actIvidad industrial, que ésta genere un riesgo y

habrá que probar el origen o causa del daño.
3) Tratándose de actiVIdades no industriales, como la VIVienda, habita-

CIón, se requerirá un mimmo de grado de negligencia o culpa.
4) Que la actividad sea iliclta, ya sea:

a) Contraria al ordenamiento JurídICO
b) Contrana al principio de allerum non laedere, es decir, la prohIbi­

cIón de dañar a otro

5) Que la actiVIdad sea por parte de una persona tItular de la actividad
que genere el daño; el titular puede ser propIetario o simple arrendatano.
En el caso de que intervengan variOS sujetos en el daño, la responsabili­
dad es sohdarla, S1l1 embargo no genera necesidad de litisconsorcio pasI­
vo necesariO

6) Que no haya Sido fruto de una situación de fuerza mayor, S1l1 conSI­
derarsc este a'pecto en la responsabihdad objetiva

7) Que eXIsta un nexo causal entre la conducta y el daiío prodUCIdo, lo
cual habrá que valorarse caso por caso.

8) Que produzca un daño al medio ambiente, por lo que es necesario
que eXIsta una certeza del nllsmo. El medio ambiente entendido como
aquel conformado por todos aquellos elementos de tItularidad común: los
recursos naturales, el aire, el agua, el suelo, la fauna, la flora, los bienes
quc componen la herencia natural y los componente, del paisaje.

9) El daño debe ser CIerto, personal y directo.
10) Que el daño afecte a un tercero partIcular, que dispondrá de la legl­

lImación activa, para poder reclamar la responsabilidad civil extracon­
tractual por daños al medio ambiente. Si no existe este elemento personal,

440 ~cgU1rcmos muy de cerca a Aura Esther Vllalta y Rosa M Méndez,op ca pp 6-12 Aun
cUdnuo t=... tm. reqlli~lto~ <¡e refieren al slstema Jur(dlco espaftol, conSideramos que también pueden
ap1tcarst: a nut:stro sl~temdJurídico, conSIderamos que son los mismos requISitos que los que se ne<.e­
sltaria en Mé"-IW pdrd que pro<¡pere Id accIón de responsabIlidad por dailos al medlO ambiente
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es decir, que se produzca un daño en un partrcular. en su persona o en sus
brencs, sólo puede actuar el derecho administrativo o el derecho penal

Asrmrsmo. en cuanto a otros aspectos procesales, la doctrina recomicn-
da lo siguiente

I ) Que en el mrsmo escrrto de la demanda se l¡e con claridad en los
puntos petitonos, el que la resolución decrete la reparacrón de los daños
producidos y que se adopten las medrdas preventlvas necesarias

2) En relación con la lgación de los daños efeotivameute producidos,
aun ct¡ando el momento procesal es el de la demanda, por las característr-
cas proplas de los daños ambrentales de que a lo largo del procedimiento
pueden sumarse otros daños y en virtud de que pueden faltar datos peri-
ciales, es aconsejable que se solicite la rndemnizacrón de los per.¡utcios
"que se acredrten en Jurclo o en sede de ejecución de sentencia"
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